SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°29
RADICACIÓN:666823104001201700016-01
ACCIONANTE:     AURA GIL DE ARIAS y
en Rep. CARLOS JULIO ARIAS GIL

CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 
13 de marzo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo

Radicación Nro. :
666823104001201700016-01
Accionante: 
AURA GIL DE ARIAS (En representación de CARLOS JULIO ARIAS GIL)
Accionado: 
COLPENSIONES
 Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
PAGO DE LA MESADA CATORCE / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA. “[E]l pago de la referida mesada al parecer no ha sido realizado, y frente a dicha situación problemática debe indicarse que la Corte Constitucional ha sostenido que la tutela no es el mecanismo de defensa principal en tanto este debe reclamarse por medio del proceso ejecutivo laboral, salvo que opere de forma excepcional si se demuestra que la acción tiene como finalidad proteger el mínimo vital del pensionado. (…) Se deduce de lo antes mencionado que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los mecanismos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción, y en este caso a lo que aspira la actora es que COLPENSIONES le pague la mesada catorce correspondiente a los años 2014 y 2015 que le fue debidamente reconocida, situación que por sí misma releva al juez constitucional de inmiscuirse en tal terreno, por cuanto existe una jurisdicción ordinaria para debatir lo que se pide, máxime que la acción constitucional no procede para reclamaciones de índole económico, más aun cuando no se observa vulneración de derechos fundamentales.”.
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                                             RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, trece (13) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                              Acta de Aprobación N° 226
                              
                 Hora: 3:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora AURA GIL DE ARIAS contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión  de  la  acción de tutela presentada a nombre propio y como agente oficiosa de su hijo CARLOS JULIO ARIAS GIL contra la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora AURA GIL se pueden sintetizar así: (i) por resolución 629 de enero 1° de 1984, el I.S.S. reconoció pensión a favor del causante MARCO AURELIO ARIAS LINARES, y a consecuencia de su fallecimiento COLPENSIONES mediante resolución GNR 71477 de marzo 3 de 2014 concedió la sustitución pensional en un 50% a favor de ella y dejó en suspenso el derecho que le podría corresponder a su hijo CARLOS JULIO ARIAS GIL -quien sufre de invalidez- frente a lo cual interpuso recurso que se definió en julio 4 de 2014 con el levantamiento de tal suspensión para sufragar el otro 50% a su descendiente; (ii) por resolución GNR 418897 de diciembre 5 de 2014, COLPENSIONES les otorgó la mesada número catorce y el retroactivo para cada uno, misma que no ha sido pagada totalmente, en tanto se le adeudan los años 2015 y 2016; y (iii) considera que se vulneran sus derechos fundamentales al mínimo vital porque dependen económicamente de esa pensión al constituirse en su único ingreso mensual.

Solicita en consecuencia se protejan sus derechos fundamentales y se ordene a COLPENSIONES efectuar el pago de la mesada catorce por los años 2015 y 2016.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela se descorrió traslado de ésta a COLPENSIONES, cuya Gerente Nacional de Defensa Judicial expresó lo siguiente: (i) la tutela es improcedente al existir otros medios de defensa judicial, máxime que las controversias en el marco del sistema de seguridad social debe ventilarse por la jurisdicción laboral; (ii) COLPENSIONES mediante resolución GNR 112027 de abril 20 de 2015, ordenó el pago de un retroactivo, el reintegro de unas sumas de dinero y a la vez se pide la revocatoria directa de la resolución GNR 418897 de diciembre 5 de 2014, en tanto el pago de prestaciones económicas que van en contravía de preceptos legales, pueden afectar el principio de sostenibilidad financiera del sistema; (iii) contra la referida resolución no se interpusieron los recursos de ley  y si la actora se muestra inconforme  debe agotar los trámites judiciales dispuestos para tal fin; (iv) no se evidencia prueba sumaria de la afectación del mínimo vital  pues los accionantes disfrutan de una pensión de sobrevivientes; (v) si los demandantes están en desacuerdo con lo resuelto deben agotar las vías judiciales pertinentes y no acudir a la tutela, la cual solo procede ante la inexistencia de otro medio de defensa; y (vi) pide se declare improcedente la acción constitucional.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia por medio de la cual negó el amparo pretendido al considerar que la actora está en condiciones de acudir a la vía laboral, toda vez que no se acreditó la afectación al mínimo vital u otros derechos fundamentales ni la existencia de un perjuicio irremediable, máxime que tampoco presentó los recursos para desestimar lo dicho en la resolución objeto de litigio.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la apoderada la señora  AURA GIL DE ARIAS interpuso recurso de alzada que sustenta en los siguientes términos:
(i) el tener 82 años de edad y que su hijo CARLOS JULIO ARIAS sea una persona discapacitada, son circunstancias que ameritan una mejor atención por quienes dispensan justicia; (ii)  el despacho se dejó inducir en error por COLPENSIONES quien basa su respuesta en una resolución que nada tiene que ver con el reclamo que se hace, esto es, el pago de las mesadas catorce de 2015 y 2016, toda vez que con ello se vulnera el derecho al mínimo vital de quienes tienen que vivir con los mínimos recursos que le otorga el Estado por medio de una pensión; (iii) se debe revisar la resolución GNR 418897 que reconoció la mesada 14 y el pago del retroactivo, así como la resolución  GNR112027 que ordena el reintegro por parte suya de unas sumas pagadas en exceso, lo que fue debidamente satisfecho; (iv) una situación distinta es lo ocurrido con la referida resolución que se encuentra cumplida y otra la exigencia que hace para el pago de mesadas que no le han sido satisfechas y si no formuló recurso contra esa decisión fue porque estuvo de acuerdo con lo resuelto; (v) una mera lectura de ese acto hubiere dado lugar a una decisión diferente.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la acción interpuesta por la señora AURA GIL DE ARIAS en nombre propio y como agente oficiosa de su hijo CARLOS JULIO ARIAS GIL. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con la circunstancia fáctica planteada por la accionante, se observa que su pretensión consiste en que se ordene a COLPENSIONES el pago de la mesada número catorce que les fue reconocida, tanto a ella como a su hijo -discapacitado- mediante resolución GNR 418897 de diciembre 5 de 2014, en tanto no les ha sido canceladas las correspondientes a los años 2015 y 2016.
Como vemos, en este asunto el reconocimiento prestacional ya fue efectuado, pero el pago de la referida mesada al parecer no ha sido realizado, y frente a dicha situación problemática debe indicarse que la Corte Constitucional ha sostenido que la tutela no es el mecanismo de defensa principal en tanto este debe reclamarse por medio del proceso ejecutivo laboral, salvo que opere de forma excepcional si se demuestra que la acción tiene como finalidad proteger el mínimo vital del pensionado
.

  
La misma alta Corporación ha reiterado que la procedencia de la  tutela se encuentra condicionada a la previa utilización de los medios de defensa ordinarios contemplados en el ordenamiento jurídico, y ha dejado claro que la acción de amparo como mecanismo residual y subsidiario tampoco puede emplearse con el fin de reemplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de sus derechos, ni puede subsanar el abandono o negligencia en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos legalmente. En tal sentido en Sentencia T-472 de 2008 se señaló lo siguiente: 

“La acción de tutela tiene un carácter subsidiario y no fue instaurada para remediar los errores en que incurren los ciudadanos en lo relacionado con la defensa de sus derechos. Si se llegara a admitir la posición contraria, pasaría la tutela a sustituir todos los demás medios judiciales y la jurisdicción constitucional entraría a asumir responsabilidades que no le corresponden, todo ello en detrimento de los demás órganos judiciales.” 

“(…) si existiendo el medio judicial, el interesado deja de acudir a él y, además, pudiendo evitarlo, permite que su acción caduque, no podrá más tarde apelar a la acción de tutela para exigir el reconocimiento o respeto de un derecho suyo. En este caso, tampoco la acción de tutela podría hacerse valer como mecanismo transitorio, pues esta modalidad procesal se subordina a un medio judicial ordinario que sirva de cauce para resolver de manera definitiva el agravio o lesión constitucional”.

Se deduce de lo antes mencionado que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los mecanismos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción, y en este caso a lo que aspira la actora es que COLPENSIONES le pague la mesada catorce correspondiente a los años 2014 y 2015 que le fue debidamente reconocida, situación que por sí misma releva al juez constitucional de inmiscuirse en tal terreno, por cuanto existe una jurisdicción ordinaria para debatir lo que se pide, máxime que la acción constitucional no procede para reclamaciones de índole económico, más aun cuando no se observa vulneración de derechos fundamentales.
Y es que si bien se entiende que lo que motivó a la accionante a acudir en alzada fue el hecho de que el juez constitucional no ordenara a COLPENSIONES el pago de la mesada pensional adicional, no obstante que cuenta con 82 años y que su hijo se encuentra discapacitado, considera la Corporación que tal omisión de la entidad no genera un perjuicio irremediable a los actores ni mucho menos la vulneración del derecho al mínimo vital que predica. Así se afirma porque aunque al parecer no se le han cancelado los valores a que tienen derecho por los años 2015 y 2016, lo que se sabe es que éstos sí reciben ingresos como consecuencia de la sustitución pensional que se les otorgó con ocasión del fallecimiento del señor MARCO AURELIO ARIAS LINARES, y dicha suma que en conjunto equivale a un salario mínimo legal, aunque no es alta, si le permite a la señora AURA GIL DE ARIAS y a su hijo CARLOS JULIO ARIAS GIL solventar sus necesidades básicas.

Si en realidad el no pago de los valores correspondientes a la mesada catorce le generan un perjuicio irremediable a los actores, con una clara afectación para su subsistencia, no se entiende por qué motivo no se acudió en su debida oportunidad a realizar el reclamo pertinente, y por el contrario se dejó transcurrir más de un año -en relación con la mesada del año 2015-, situación ésta que permite afirmar que no existe tanta urgencia como para pregonar que el procedimiento ordinario deba ser suplido por la acción de tutela. 
Aunque en sede de alzada pide la señora AURA GIL DE ARIAS se analicen las resoluciones GNR 418897 de diciembre 5 de 2014 y 112027 de abril 20 de 2015, debe indicarse en cuanto a la primera que ésta no figura en el dossier, aunque de ella hace referencia la segunda donde se extrae que en efecto COLPENSIONES le concedió a favor de ambos actores la mesada número catorce. Igualmente, en el último acto administrativo aludido, además de ordenarse a los actores la devolución de unas sumas de dinero que al parecer les fueron pagadas sin tener derecho a las mismas -lo cual hicieron-, una lectura de la  mencionada resolución permite asegurar que la entidad consideró viable dar iniciación al trámite de la revocatoria directa de la dictada en diciembre de 2014 donde se le reconoció a los actores la mesada número catorce y el pago de un retroactivo, y en la que también se les solicitó la autorización para la respectiva revocatoria, o en caso contrario, de conformidad con lo reglado en el artículo 17 de la Ley 1737 de 2011, se daría comienzo a la acción contenciosa administrativa pertinente.
Como vemos, si bien en principio la entidad les otorgó la mesada catorce y por ende dispuso el pago de un retroactivo, posteriormente advirtió que se había incurrido en un error y por ende se hacía necesario la revocatoria de ese acto administrativo, circunstancia ésta que no resultaba favorable a las pretensiones de los actores, pero aun así se guardó absoluto silencio.
Como se aprecia entonces, acá no solo están en juego los intereses de los actores, sino también de COLPENSIONES, quien aduce que dichos pagos no pueden ser efectuados por cuanto se causa un detrimento patrimonial y por ende tal litigio no puede ser decidido por este mecanismo residual y sumario, en tanto existen otras jurisdicciones, sea la laboral o incluso la contencioso administrativa, donde se debe ventilar la situación problemática.

Por lo anterior y al considerarse que la providencia adoptada por la funcionaria a quo se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-416 de 2008, entre otras. 


� Sentencia SU-111 de 1997.
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